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El artículo examina el tratamiento que el Derecho 
de los países latinoamericanos brinda al reco­
nocimiento y ejecución de sentencias extranjeras. 
Para efectos del análisis, el autor toma en consi­
deración no sólo los tratados celebrados, sino 
también la legislación peruana, distinguiendo entre 
los países suscritos a los Convenios de recono­
cimiento y ejecución de sentencias extranjeras y 
los que no lo están. La distinción radica en la 
celeridad del procedimiento, ya que en el primer 
caso no se necesita acreditar la existencia de 
reciprocidad. 
El autor señala, además, la necesidad de im­
plementar un procedimiento automático de 
reconocimiento y ejecución debido a que, con 
Tratado o sin él, resulta necesario acudir al exe­
quatur. 
Con el fin de fomentar la movilidad de las sen­
tencias latinoamericanas, el autor sugiere -para los 
países que no los han suscrito- la adhesión a los 
mencionados convenios. 

l. INTRODUCCION. 

La necesidad de una mayor cooperación interna­
cional en materia judicial se ha incrementado 
significativamente en las últimas décadas con el 
fenómeno de la globalización del comercio, la 
inversión y el financiamiento. Los esfuerzos para 
enfrentar estas cuestiones se han visto frustrados 
muchas veces por perspectivas chauvinistas de la 
soberanía, y por «una desconfianza profundamente 
arraigada en la administración de justicia en otros 
países>>.2 

Los países de América Latina han estado siempre 
a la vanguardia en cuanto a la celebración de 
tratados multilaterales dirigidos a superar la 
desconfianza y a dar uniformidad y predictibilidad 
a las ramificaciones extranjeras de los proce­
dimientos judiciales. De hecho, al comenzar el 
siglo, existían ya varios convenios vigentes sobre 
la materia entre países latinoamericanos? y hacia 
1928 ya había sido aprobado un Código de Derecho 
Internacional Privado, cubriendo una diversidad 
de conceptos sobre conflicto de leyes y de 
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jurisdicción4 . 

En las últimas décadas, ha surgido una nueva gene­
ración de convenios latinoamericanos en materia 
de cooperación judicial, en el contexto de las Con­
ferencias Interamericanas de Derecho Internacional 
Privado patrocinadas por la Organización de 
Estados Americanos5 . Como se verá más adelante, 
los esfuerzos regionales para codificar el derecho 
internacional privado han llevado a las naciones 
de América Latina a un relativo aislamiento in­
ternacional en la materia. Tal como observa Bruno 
Ristau: 
<<Parece haber considerable renuencia por parte de 
las naciones de América Latina para adherirse a 
cualquier régimen de tratados desarrollado en Eu­
ropa, o desarrollados entre los Estados Unidos y 
cualesquiera otros Estados no latinoamericanos>>6 . 

La afirmación de Ristau se comprueba si conside­
ramos que sólo tres países latinoamericanos -
Argentina, Surinam y Venezuela- son miembros 
de la Conferencia de La Haya sobre Derecho Inter­
nacional Privadd Sin embargo, se sabe que su 
labor ha influido significativamente en los con­
venios interamericanos, como pone de manifies-
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to el hecho que la ratificación por Estados Unidos 
de tres de las convenciones interamericanas haya 
sido sustentada en la similitud con las convenciones 
de la Haya8 . De cualquier modo, la cooperación 
judicial con países no latinoamericanos continúa 
estando regida por códigos locales basados en 
normas de reciprocidad en materia judicial, salvo 
contadas excepciones que incluyen el Tratado ar­
gentino-italiano sobre el Procesamiento de Exhor­
tos y Sentencias Judiciales, el Tratado entre España 
y Colombia sobre Ejecución de Sentencias Civiles, 
y el Tratado brasileño-francés sobre Cooperación 
Judicial en Cuestiones Civiles, Comerciales, La­
borales y Administrativas. 

El presente artículo trata sobre el Derecho actual 
en materia de reconocimiento y ejecución de sen­
tencias extranjeras en los países latinoamericanos. 
A partir de una visión general de los principales 
convenios latinoamericanos que regulan la eje­
cución de sentencias extranjeras originadas en otros 
países latinoamericanos, se sigue con una com­
paración con el derecho interno peruano en cuanto 
a la regulación del reconocimiento y ejecución de 
sentencias extranjeras si el país de origen no ha 
ratificado los tratados sobre la materia, en cuyo 



caso, el sistema de cooperación judicial tendrá co­
mo sustento el antiguo principio de reciprcidad9

. 

11. CONVENIOS SOBRE LA EJECUCION 
DE SENTENCIAS ORIGINADAS EN PAI­
SES MIEMBROS DEL SISTEMA INTE­
RAMERICANO. 

El Profesor Arthur von Mehren ha escrito que los 
convenios que tratan sobre el reconocimiento y 
ejecución de sentencias extranjeras adoptan una de 
las dos modalidades siguientes: (1) regulan las 
bases para la determinación de la jurisdicción por 
los tribunales de un Estado contratante y disponen 
luego que todas las sentencias de un Estado 
contratante sean reconocidas y ejecutadas por los 
otros Estados; o (2) guardan silencio acerca de 
cuándo existe jurisdicción, pero especifican las 
condiciones jurisdiccionales que deben cumplirse 
antes que un Estado pueda reconocer o ejecutar 
las sentencias originadas en otros Estados 10 

. 

El Convenio Europeo de 1968 sobre Jurisdicción y 
Ejecución de Sentencias en Cuestiones Civiles y 
Comerciales 11 ejemplifica la primera categoría 
descrita por von Mehren. Las bases para el ejercicio 
de jurisdicción por un tribunal en la Comunidad 
varían, dependiendo de si el demandado está do­
miciliado o no en la Comunidad, pero no hay ma­
yores exigencias para efectos del reconocimiento 
o la ejecución. Si el tribunal de origen ejerció juris-

dicción con arreglo al Convenio, el Estado reque­
rido12 debe otorgar reconocimiento automático sin 
imponer ninguna clase de requisito jurisdiccional. 
Los Estados de América Latina están mucho menos 
integrados que un sistema supranacional como la 
Comunidad Europea, de modo que las conven­
ciones latinoamericanas sobre el reconocimiento y 
ejecución de sentencias extranjeras asumen la 
existencia de un sistema político subyacente que 
es esencialmente anárquico. Estas convenciones 
se refieren a los procedimientos judiciales internos 
sólo para efectos de determinar si las sentencias 
derivadas de éstos merecen ser reconocidas o a­
plicadas por el sistema judicial de otro Estado 
miembro. 

A diferencia de la convención de la Comunidad 
Europea, las convenciones latinoamericanas no se 
refieren específicamente a la uniformización de los 
procedimientos judiciales entre los Estados miem­
bros. Por esta razón, caen dentro de la segunda 
categoría descrita por von Mehren13

. 

Existen tres principales convenios que regulan las 
condiciones para el reconocimiento y ejecución de 
las sentencias de un Estado latinoamericano por 
los tribunales de otro Estado: El Código Busta­
mante de 1928,14 la Convención de Montevideo de 
1979 sobre la Validez Extraterritorial de Sentencias 
y Laudos Arbitrales Extranjeros,15 y la Convención 
de La Paz de 1984 sobre Jurisdicción en la Esfera 
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Internacional para la Validez Extraterritorial de 
Sentencias Extranjeras16 . Si bien algunos convenios 
anteriores continúan en vigencia, están siendo 
sobreseídos cada vez más por las convenciones 
interamericanas, y son considerados por tanto de 
menor interés para los jusinternacionalistas17

. 

l. EL CODIGO BUSTAMANTE. 

El Código Panamericano de Derecho Internacional 
Privado de 1928, o Código Bustamante, representó 
un esfuerzo amplio para codificar principios 
relativos al conflicto de leyes y de jurisdicción y a 
la cooperación judicial a nivel de todo el hemisferio. 
El alcance de las normas del Código Bustamante 
sobre la ejecución de sentencias extranjeras es 
bastante amplio, siendo aplicable a una variedad 
mayor de fallos judiciales que convenios similares. 

El Código, en sus Artículos 423 a 437 inclusive, 
trata sobre el reconocimiento y ejecución de 
sentencias administrativas contenciosas o civiles 
extranjeras, 18 laudos arbitrales extranjeros, 19 y 
adjudicaciones de responsabilidad civil en sen­
tencias penales extranjeras20 

. 

Conforme al Artículo 423, una sentencia emitida en 
un Estado contratante tendrá validez en otro Estado 
si: 

(A) El tribunal del Estado de origen tuvo com­
petencia para tomar conocimiento del caso y dictar 
sentencia sobre el mismo, conforme a lo dispuesto 
en este Código21 

; 

(B) Las partes fueron citadas a juicio ya sea 
personalmente o a través de sus representantes 
legales; 
(C) La sentencia no se opone al orden público en el 
país en que se busca su ejecución; 
(O) La sentencia es ejecutable en el Estado en que 
fue dictada22 . 

(E) La sentencia está traducida oficialmente si el 
idioma oficial del Estado requerido es diferente al 
del Estado de origen; 
(G) Si el documento en que está contenida la 
sentencia es auténtico en el Estado de origen y en 
el Estado requerido. 

No obstante este marco, el Código mantuvo dos 
obstáculos principales al libre tráfico de sentencias 
en América Latina: (1) el Código no creó un 
procedimiento uniforme de ejecución, apoyándose 
más bien en la legislación local del Estado re­
querido,23 lo cual permitió que muchos de los 
Estados contratantes continuasen exigiendo un 
procedimiento contencioso en el tribunal más alto 
del Estado requerido, antes que una sentencia 
pudiera ser presentada a un tribunal inferior para 
ser ejecutada,24; y (2) el Código descansaba en una 
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teoría ambigua de la jurisdicción, pues, a la vez 
que pretendía establecer «normas internacionales>>, 
protegía los intereses del Estado requerido al 
subordinar expresamente las normas jurisdi­
ccionales del Código a la legislación local, lo que 
permitía que un Estado pudiera seguir sus propias 
reglas en cuestiones de competencia ratione loci 
(referida a cualquier norma en que el criterio para 
determinar el tribunal competente es la ubicación 
del bien) en lugar de las normas jurisdiccionales 
dispuestas por el Código. Así, dado que la mayoría 
de las acciones que podían producir sentencias 
monetarias eran ratione loci, no había, « ... ninguna 
seguridad de que sería aplicado un conjunto de 
normas uniformes sobre competencia para de­
terminar si una sentencia es ejecutoria, como ocurre 
en los Estados Unidos (donde la cláusula de la 
Decimocuarta Enmienda sobre un proceso debido 
y la Cláusula de Plena Fe y Crédito imponen una 
gran medida de uniformidad) y en la Comunidad 
Europea (donde las normas sobre competencia de 
la Convención son aplicadas directamente en el 
tribunal que pronuncia la sentencia y no pueden 
ser reexaminadas)25 . 

Incluso en aquellos casos en que el Código no 
declara expresamente que la legislación local 
pudiese sobreseer las normas internacionales, los 
Estados podían reservarse el derecho de aplicar 
su propia ley26 

. 

En consecuencia, puede afirmarse que la principal 
debilidad del Código Bustamante fue que hacía 
concesión excesiva a los intereses locales del Estado 
requerido, al dar a sus tribunales amplia opor­
tunidad para negarse a reconocer o ejecutar las 
sentencias de otro Estado. 

Recién en 1973 se circuló un borrador de propuesta 
para una nueva convención latinoamericana sobre 
el reconocimiento de sentencias, que contemplaba 
una serie de normas de competencia que debían 
primar sobre las leyes locales27 Mientras la pro-

i5 C~d, nota z2 atrí\:)a, p. 2J. 

puesta de 1973 hubiera hecho avanzar a América 
Latina en la dirección del modelo de la Comunidad 
Europea, de reconocimiento casi automático, la 
convención que fue finalmente adoptada no alcanzó 
este objetivo. Como ha opinado Siqueiros, el tratado 
resulta demasiado general y simplista,28 no obstante 
lo cual, puede afirmarse que las Convenciones 
Interamericanas de 1979 y 1984, consideradas en 
conjunto, representan un adelanto significativo en 
dirección a dar mayor facilidad para el recono­
cimiento de sentencias extranjeras. 

2. LAS CONVENCIONES INTERAMERICA­
NAS. 

La Convención Interamericana de 1979 sobre la 
Validez Extraterritorial de Sentencias y Laudos 
Arbitrales Extranjeros (la <<Convención de Monte­
video>>) surgió de la Segunda Conferencia Inter­
americana de Derecho Internacional Privado 
realizada en Montevideo, Uruguay, en 1979. 

El Artículo 2 de la Convención de Montevideo es­
pecifica las ocho condiciones que deben cumplirse 
para que las sentencias civiles, comerciales o 
laborales de uno de los Estados Partes tengan vali­
dez extraterritorial en otros Estados Partes: 

(A) La sentencia extranjera debe ser auténtica en 
el Estado de origen; 
(B) La sentencia y los documentos anexos deben 
estar traducidos al idioma del Estado requerido; 
(C) La sentencia debe estar debidamente legalizada 
de conformidad con la ley del Estado requerido; 
(D) El juez o el tribunal que dicta la sentencia debe 
ser competente en la esfera internacional para 
juzgar la cuestión y para emitir sentencia sobre ella 
de conformidad con la legislación del Estado re­
querido; 
(E) El demandando debe haber sido citado o em­
plazado de una manera apropiada y sustancial­
mente equivalente a la aceptada por la legislación 
del Estado requerido; 

:» · .•. B()Úvla;Chíle, Col9Jrlbi~, ~t~ ruca; Ecuad9J'Y~l~~ly~~pt raM~#~.~t(:~jgo p#l'¿ )lid#rdtj fe$E¡~~ exl?r~$a gé ~~ l~ 
c~tío~en •. q1.1ee1Gi$(ligo•¡¡e.9P()IW\ alal~~W,ci~ k~al~ Y~rF.<¡;¡¡;tpq~~~~o/;n~?W.Je ~ba:;p.4:3qy~~~ ~~4~~~~99~ 
e$tonoa~d¡;,~ l9Sr~filri $lSten't~tlfü~or~ P~te@{)l;4tW@t§de;~~~i~$ !;i.roy~l!~w~V. · ·· · 
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(F) Las partes deben haber tenido oportunidad de 
presentar su defensa; 
(G) La sentencia debe ser final o tener autoridad 
de cosa juzgada en el Estado de origen; y 
(H) La sentencia no debe ser manifiestamente con­
traria al orden público del Estado requerido29 . 

El Artículo 4 permite explícitamente la ejecución 
parcial si la <<sentencia, laudo o decisión extranjera 
no puede ser ejecutada íntegramente>>30 En tanto, 
el Artículo 6 de la Convención de Montevideo deja 
la determinación de los procedimientos específicos 
de ejecución a la legislación del Estado requerido. 

Las únicas normas generales de procedimiento 
expuestas en la Convención de Montevideo soh las 
de los Artículos 3 y 5. En efecto, el Artículo 3 enu­
mera los documentos que el Estado requerido 
puede exigir a quienes solicitan la ejecución de una 
resolución extranjera, mientras que el Artículo 5 
exige a los tribunales del Estado requerido reco­
nocer una declaración de los tribunales del Estado 
de origen en el sentido que la parte está litigando 
in forma pauperis. 

La Convención Interamericana de 1984 sobre 
Jurisdicción en la Esfera Internacional para la 
Validez Extraterritorial de Sentencias Extranjeras 
(la «Convención de La Paz>>) está dedicada prin­
cipalmente a desarrollar el concepto contenido en 
la frase «competente en la esfera internacional>> a 
que se refiere el Artículo 2(d) de la Convención de 
Montevideo. 

El requisito de jurisdicción en la esfera interna­
cional se considerará cumplido cuando la auto­
ridad decisoria del Estado de origen hubiera tenido 
jurisdicción conforme a cualquiera de las dispo­
siciones siguientes: 

(A) En una acción in personam, si se cumple 
cualquiera de las condiciones siguientes o las 
condiciones dispuestas en la sección D siguiente, 
según corresponda: 
l. El demandado ha tenido domicilio o residencia 
habitual en el territorio del Estado de origen, o, en 
el caso de una persona jurídica, ha tenido su do­
micilio principal en dicho territorio; 
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2. En el caso de una empresa privada, si ésta ha 
tenido su domicilio principal en el Estado de origen 
al momento de iniciarse la acción; 
3. Si las actividades que dan lugar a la acción contra 
una sucursal, agencia o filial de una empresa pri­
vada fueron realizadas en el Estado de origen; 
4. Si el demandado ha consentido por escrito a la 
jurisdicción de la autoridad que emitió la sentencia, 
o no ha cuestionado oportunamente la jurisdicción 
de esa autoridad; 

(B) En una acción sobre derechos reales relativos a 
bienes muebles tangibles, si se cumple cualquiera 
de las condiciones siguientes: 
l. Si al momento de iniciarse la acción, el bien 
estaba ubicado en el territorio del Estado de origen; 
2. Si se cumple cualquiera de las condiciones esti­
puladas eh la Sección A anterior; 

(C) En una acción sobre derechos reales relativos a 
bienes inmuebles, si la propiedad está ubicada en 
el Estado de origen; 

(D) En una acción derivada de un contrato inter­
nacional, si las partes han acordado por escrito 
someterse a la jurisdicción del Estado de origen, 
siempre que dicha jurisdicción no hubiera sido 
establecida de manera arbitraria y tenga una 
vinculación razonable con el objeto de la acción31 

. 

El artículo 2 de la Convención de La Paz dispone 
que el requisito de jurisdicción se cumple si el 
tribunal del Estado requerido considera que el 
Estado de origen asumió jurisdicción con el objeto 
de evitar una denegatoria de justicia por falta de 
una autoridad judicial competente o de otra 
autoridad que resuelva32

. 

Además de las normas jurisdiccionales, la Con­
vención de La Paz contiene dos disposiciones 
destinadas a aclarar las normas sobre ejecución de 
la Convención de Montevideo. Así, el Artículo 5 
añade un nuevo requisito a los enumerados en el 
Artículo 2 de la Convención de Montevideo: para 
ser ejecutada en el Estado requerido, la sentencia 
no sólo debe ser res judicata sino que debe ser de 
ejecución obligatoria en todo el territorio del Estado 
de origen. Por su parte, el Artículo 4 de la Con ven-



ción de La Paz afirma que la validez extraterritorial 
de la sentencia puede ser denegada si el tribunal 
del Estado requerido considera que el tribunal 
extranjero invadió su jurisdicción exclusiva al 
dictar una sentencia sobre una cuestión deter­
minada. 

Aunque las Convenciones de Montevideo y La Paz 
son menos amplias que el Código Bustarnante, tam­
bién hacen más factible el mutuo reconocimiento 
y ejecución de las sentencias originadas en los paí­
ses miembros del sistema interarnericano. Sin em­
bargo, incluso una comparación superficial con la 
Convención de la Comunidad Europea indicaría 
que las Convenciones Interarnericanas son más 
estrictas de lo que podrían ser: mientras la Conven­
ción Europea parte de la premisa de que las 
sentencias emitidas por un tribunal con jurisdicción 
competente son ejecutables, las Convenciones 
Interarnericanas parecen basarse en la presunción 
opuesta -que las sentencias extranjeras no son por 
lo general ejecutables- para después enumerar las 
condiciones que deben cumplirse si se desea el re­
conocimiento o ejecución de una sentencia. 

Sin embargo, una importante excepción a esta regla 
está constituída por una reciente Convención In­
terarnericana sobre Obligaciones Alimentarias que 
fue suscrita en el contexto de la Cuarta Conferencia 
Interarnericana sobre Derecho Internacional Priva­
do realizada en Montevideo, Uruguay (la «Conven­
ción Alimentaria»). La Convención Alimentaria 
incluye, en los Artículos 11 al18 inclusive, normas 
relativas a la ejecución de sentencias originadas en 
países miembros sobre pensión de alimentos y 
sustento económico de menores. A diferencia de 
las Convenciones de La Paz y Montevideo, la 
Convención Alimentaria sí establece requisitos 
jurisdiccionales generales y un sistema casi 
automático de reconocimiento y ejecución. Aunque 
todavía no está en vigencia, la Convención 
Alimentaria representa un importante avance en 
esta área particularmente delicada de la coope­
ración internacional en materia judiciaP3 . 

111. EJECUCION DE SENTENCIAS ORI­
GINADAS EN PAISES QUE NO SON 
MIEMBROS DEL SISTEMA INTERAME­
RICANO. 

Quienes pretenden alcanzar la ejecución de una 
sentencia extranjera en un país latinoamericano 
deben conocer las importantes diferencias exis­
tentes entre el sistema basado en tratados para la 
ejecución de sentencias originadas en la región, y 
las disposiciones más restrictivas de derecho 
interno que son aplicables al reconocimiento de las 
resoluciones de países que no son miembros del 
sistema interarnericano. Esta dualidad ha llevado 
al Profesor Juenger a afirmar que «los esquemas 
regionales (corno el interarnericano) pueden ser 
criticados por discriminar contra los extranjeros»34. 

Asimismo, deberá tenerse presente que no todos 
los países latinoamericanos son parte de las 
Convenciones existentes sobre ejecución de sen­
tencias extranjeras, y que los países miembros 
aplicarán a los países latinoamericanos que no son 
miembros las mismas normas restrictivas que 
aplican a los Estados de fuera de la región. 

Corno se sabe, el reconocimiento y la ejecución 
de una sentencia extranjera son conceptos vin­
culados pero enteramente diferentes. El recono­
cimiento ocurre «Cuando un tribunal se basa en 
una decisión judicial extranjera para evitar un 
litigio sobre una demanda particular, en razón de 
que ya ha sido objeto de juicio en el extranjero»35 

En contraste, la ejecución de una sentencia 
extranjera ocurre cuando un tribunal «utiliza sus 
poderes coercitivos para obligar a un demandado 
a cumplir una sentencia emitida en el extranjero»36. 

Varios Estados latinoamericanos reconocen el 
carácter de res judicata de una sentencia extranjera 
sin exigir un procedimiento de confirmación 
forrnaP7 . Sin embargo, se exige invariablemente un 
procedimiento formal de reconocimiento o con-

33 El texto de la Convendón Alimentaría está reimx:lucido en 29 LLM. 73 {1990). 

35 · G. Bom & D. Westin, Intematio~l Civil Litigatloll in United Státes <:ourts .562(1989).Ver fa~htért;~stateitleht(Se~otkl)~ 
Conflicts OfLaws, Chap. 5, Topi~2;Introductory.m)b:~ &No; 93,.9~(1969); ~estatemel)t(Tl)ird):foreígrt Relati~ La~ of~ Urrl~d 
StatesNo. 4Sl, cotilments a & b{1987). . . ... . . . .... . . . . . . . . .. . .. . ........ ·. 

36 Jd. Ver también; Restaterrtel)t (~cond) of Conflic!S oflftwsXahp,5;Topíc2pntti:>du'*'ry no~~ & ~: 99,102 (1969)~~~~@1M 
(Third) Foreign l~lations Law ofthe United Sta tes No, 48lt comments a & 1.:> (1987) · 

"51 No obstante; un autorh¡¡ sostenido que ;(J.¡t cuestión JJ\áS ~fídlge dete~minat es :# tljla. sentencia.~!'.ttÁniera #~ p~t ·~~í 
rewnocimiento formal para constituir una exeepción dec~)l.li~a' No hllyconsenso·$09re este! ques#Ól}' i.W:lu$QdeJitrq4e 
(:ada país tos analistas difie~n.~, Larse~, ~tc~~,~t Qf]!i"~~ign,Jil4&m~nt$in ~tin Alfl.~tic;t.l7Te~ rnn t,.,J.2t~; p;it~2t5~ · 
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firmación -conocido generalmente como exe­
quatur- para la ejecución de una sentencia ex­
tranjera. 

La diferencia más significativa entre la ejecución 
basada en un tratado y la que no lo es radica en los 
requisitos para el exequatur'8 

• La ejecución basada 
en tratados requiere normalmente la acreditación 
de cuestiones de procedimiento relativas a la 
ejecutabilidad de la sentencia en el Estado de ori­
gen, y a la jurisdicción del tribunal que conoció el 
caso originalmente. En cambio, cuando la confir­
mación no se basa en un tratado, el Estado re­
querido generalmente examinará las leyes del Es­
tado de origen, con el fin de determinar si se cum­
ple con el requisito de la reciprocidad. 

La reciprocidad es una doctrina de derecho inter­
nacional según la cual, «se da a la sentencia emitida 
en un Estado extranjero el mismo tratamiento dado 
por los tribunales de ese país a las sentencias del 
país en el que se solicita la ejecución de la sentencia 
en cuestión».39 

A comienzos de este siglo, el requisito de reci­
procidad era considerado la regla general en los 
países latinoamericanos40 . La situación ha cam­
biado algo en décadas recientes con la mayor di­
fusión de la ejecución de sentencias extranjeras que 
tiene como sustento los tratados. Como ha escrito 

David Westin, <<la sola existencia de un tratado de 
ejecución puede garantizar la forma más poderosa 
de reciprocidad>>41

. 

No obstante ello, un número considerable de países 
latinoamericanos exigen todavía la reciprocidad, 
cuando la ejecución no se basa en un tratado. Con 
el objeto de ejemplificar la aplicación del principio 
de reciprocidad a aquellas sentencias que no se 
originan en países miembros del sistema inter­
americano, es conveniente revisar las disposiciones 
de derecho interno actualmente vigentes en el 
Perú42

. 

En cuanto a las normas procesales, debe anotarse 
que por aplicación del Decreto Legislativo No. 768, 
el derogado Código de Procedimientos Civiles con­
tinúa aplicándose a aquellos procedimientos de 
reconocimiento y ejecución que se encuentran en 
trámite, en tanto que el reciente Código Procesal 
Civil será de aplicación a las ejecuciones que se 
inicien a partir de su vigencia. 

Por su parte, el Código Civil de 1984, incorporó 
nuevas disposiciones sobre el reconocimiento y eje­
cución de sentencias extranjeras43 

. El Código ra­
tificó la adhesión del Derecho peruano a la doctrina 
de la reciprocidad,44 la cual se aplica para denegar 
la ejecución de sentencias extranjeras si el Estado 
de origen no ejecuta las sentencias peruanas o sus 

~. Como se explicará más adelante, el requisito de reciprocidades otradistinción .sigroficativ,a ~ v<lfi~ paÍ~Jatl.rl~erlouj#~ 
tales como Chile; Méxiro, Perú y Venezuela. · · · · · · · · · · · · · · · · · · · 

. . ....... . 
. .. . 

$ Hilt!Jrt v. G~yot,J59 U.S, 113,227{Séntencia de la~!:eSttpre:Hla de los Está.dos Unidos de ,4.n\éri9). 
. . . . . . . . . . . ·· .. · .. 

40··. En s~ wredíctiJde •t894enHiltórt v.·G~y(}t,.~lju~i Gt~y se bailó p~d~Wt!nt~ .• en}adodrilla dei~ip~idaa ~ ~ ~$ 
latirtoairleli®los para concluir que ese reqUisitoer~Yir~lmen~universa.t entre las «na~iones <:i\riti:üt~~>rSu veredipt~~nbi9 
la situación •• del derecho sobreejecudón de sente:nci.as ~xtrilJ:ljéta en su4<m)ética.·corn9··~i~e: «~ norma.~ re~procidii~ p~~ 
tálnhíétt~ber.preyalecido generail:J:wnte~Sudatnérica. .·En eiPerú;i.las 5entenci¡¡s extranieraf;ni:> son~q,¡~q~sitl: e~ ~ 
méritos, t>a.lvocu;mdp 1?~ reciprocida,d e!;~á establecid<í I'Ql'tr!l-~49- • .Erl.. GlWE!~ r)() h4 .lta;bidqJesJ,!;lasi~ ~J:e el t~; perp ~ 
una.decisíón de.la C()l"teSuprema de S<!,ntiago de 1886,. «1~ ·rr~~UJ:l#e~(gri~os}J.lQ deben ~gar .. ~ e~tQl'; ~9 ~ 
dec~cmes qu~. ter)gftl1la fu~Jri~. ~oqeda;y preservan~o !~i$1 el ~riru:ipi() ~eJ1t!~ .~~. recjp~~d~», ~ '6ramli la:o Sé·il~ 
e)(tranjeras no S@ eje~tadas, salvo si el país doruj(i fu.ti~on emitidas adttñte elprincipi9 ~ .r~i!dproqdadro ~})id~ l}l pl¡JC:et ~~ 
gobie:(I\o.dei Brasil;que .. puede·5eT· ooncedidose~·Ias sjr~t~as .. dei···Cá$0<• · .. Eri fu Rep~licii· 1\i'g(;!ntJ.t\a;, ~1 t>~~pio 4é 
recip:rpdd,ad·fue5Patenidoporlos.tribunalesy~d!J~relCó¡jigod~l~~,c.OÍI\O~~dón$itu~q~ •. .wn.pa:ralaejecUclcm 
de $E!!I.tendas extr:anjetas;si bien ha; sido modíf~c<t(,i(j pa.rchíl1rtente pqt ~egjal~~ióp ~t~(J:ry H:uton v. G-ilY()t¡ p, ~6. · · · · · · 

••a~~~~~-~t~ir:li ti~ ~udt)S Aftnít;i.J~ l~ternadon~ en11tém.is~.Revistir ~fi O~(iho;N." 21, P-'.t47~199~; ..... .. .. . .. .. . . .· ..... · ...... ··.·· ... · .. · ....... ·.·. 
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tribunales efectúan una revisión de fondo de las 
sentencias peruanas4.'i . 

Sin embargo, cabe anotar que desde fines de la dé­
cada pasada ha venido gestándose un criterio ju­
risprudencia! según el cual se presume recipro­
cidad cuando no existe razón para suponer que 
las sentencias peruanas no serían ejecutadas por 
los tribunales del Estado de origen46

. 

Además del requisito de la reciprocidad, el Código 
Civil exige a la parte que solicita la ejecución de la 
sentencia extranjera, el cumplimiento de las con­
diciones siguientes: 
1) Que el tribunal del Estado de origen haya tenido 
jurisdicción con arreglo a sus propias normas de 
derecho internacional privado y a las normas 
internacionales sobre jurisdicción; 
2) Que la sentencia no trate de cuestiones que son 
de jurisdicción exclusiva de los tribunales perua­
nos; 
3) Que el demandado haya sido citado de confor­
midad con las leyes del Estado de origen, haya 
tenido oportunidad razonable de comparecer y se 
haya garantizado su derecho al debido proceso; 
4) Que la sentencia tenga la autoridad de cosa juz­
gada en el Estado de origen; 
5) Que no haya litigio pendiente en el Perú entre 
las mismas partes y sobre la misma materia, salvo 
que la demanda en la acción extranjera hubiera sido 
presentada primero; 
6) Que la sentencia extranjera no sea incompatible 
con otra sentencia ejecutable, salvo que la sentencia 
extranjera hubiera sido presentada primero; y 
7) Que la sentencia no sea contraria al orden público 
ni a las buenas costumbres47

. 

Los tribunales peruanos reconocerán automá­
ticamente la condición de res judicata de una 
sentencia extranjera si satisface todos los requisitos 
anteriores, sin exigir un exequatur o procedimiento 
de confirmación48 . 

De conformidad con el Código de 1984, los tri­
bunales peruanos tienen jurisdicción para conocer 
demandas contra personas naturales y jurídicas 
domiciliadas en el Perú49 

. Se entiende que un no 
domiciliado consiente tácitamente a la jurisdicción 
de los tribunales peruanos cuando sale a juicio sin 
oponerse a dicha jurisdicción50 

. 

En cuanto a los casos de jurisdicción exclusiva, el 
Código establece que los tribunales peruanos la 
ejercen cuando la disputa se refiere a bienes ubi­
cados en el Perú, en caso de una acción civil de­
rivada de un crimen o delito cometido en el Perú, 
o cuando las partes han consentido expresa o 
tácitamente a su jurisdicción, salvo que se hubiera 
pactado válidamente algo distinto51 

. 

Según las reglas del antiguo Código de Proce­
dimientos Civiles, el interesado debía presentar su 
solicitud para el exequatur ante la Sala Civil de la 
Corte Superior del domicilio del demandado,52 

acompañándola de una copia legalizada de la 
sentencia, su traducción oficial al idioma español, 
y todos los demás documentos que prueben el 
cumplimiento de los requisitos antes mencio­
nados53. Después de oir tanto al demandado como 
al fiscal, la Sala Civil debía resolver sobre el 
otorgamiento del exequatur'i4. Una vez que la re­
solución hubiera sido confirmada, el Juez de Pri­
mera Instancia del domicilio del demandado debía 

45 Id., Articulo 2103.46 ·Ver, por ejemplo, una discusión del caso Maxfiel<l(CorteSuperiOt- de Lima, Sentencia de. ÍS de setietnf,re 
de 1987) en Enforcement of Money JudgmentsAbro-.d <qe aquí en a4~1<mte ci~doto~o Money Judg~e~~Abrc)ad>(P,W~ 
ed.,.1989) en Peru~3 (autor Jorge Velarde},. · · · 

47 C.C 1984, Artículo 2104. 

4S Id., Artículo 2110. 

49 Id., Artículo 2057. 

50 Id., Artículo 2059. 

51 Id., Artículo 2058, La norma sobre sometinuentl) v()lUn:~ari~ .se aplica solOl.JP.ente cuandQlO$ tfibumues p(lritál'los tietwn 
jurisdicción concurrent~. Revoredo, Exposición. de Mo~~vosy 0>metttaclo$~~Dereého Inte~aci<ut.U Privadq,.en 6 C:t}digt) Civil~ 
• Exposición de Motivos y Comentarios<867, 927 (D, Revore.do ed;.1985); · ·· · · ··· · 

.. . 

52 Código de P~edimi~ntO$ (:ivil~¡¡ (de aquí en. acd.e~.te Cit;ildd C9it\l) C,P .C.191:0, J\rtt~u.l.t? 210~, 

5J C.C.1984, Artículo 2107, 

54 La Corte Suprema det•Perú ha di~tanúnlld.ú que el~~qtul~ ~tá pUl~ $1M se s®(:edeeld~l.tdorel.pl~O~Íey}?ataop~ 
a la ejecución. Corte Suprema de Justicia;; Sentencia de 2Gdeerum;l¿tel950,seña]ada~n M ~cl~ C<!lderón/P~clililn~m:ari~rthl 
Privado. · · .. 
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ejecutar la sentencia como si se tratara de una sen­
tencia peruana55 . 

El nuevo Código Procesal Civil de 1993 ha ade­
cuado al Código Civil de 1984 las normas sobre 
reconocimiento y ejecución de sentencias extran­
jeras56 Si bien el procedimiento ha variado sólo en 
cuanto no exige el dictamen del Fiscal Superior, 
contiene una importante novedad que está llamada 
a tener un efecto muy significativo en la juris­
prudencia sobre la materia: el Código, en su 
Artículo 838, recoge expresamente el criterio 
jurisprudencia! de presumir la existencia de 
reciprocidad, correspondiendo la prueba negativa 
a quien se opone a la ejecución. 

Al respecto, debe reiterarse que con anterioridad 
al nuevo Código Procesal la jurisprudencia 
nacional había intentado consagrar este principio, 
ahora recogido legislativamente. Por ejemplo, en 
un voto en discordia de los magistrados Wilber 
Baca y Raúl Mendoza, de la Corte Suprema de la 
República, se justifica dicho principio en los 
siguientes términos: 
<<Siendo la reciprocidad un acto de buena fe 
internacional, que por sí misma no puede ser 
probada, dado que sólo son objeto de probanza 
los hechos y efectos negativos, la carga de la prueba 
en la exigencia legal de la reciprocidad de que trata 
el inciso octavo del artículo dos mil ciento cuatro 
del Código Civil, debe ser necesariamente in­
terpretada por el Organo Jurisdiccional como 
invertida, de manera tal que si de autos no aparece 
acreditada la inexistencia de reciprocidad en la 
nación del fallo a homologarse, sea porque se niega 
el reconocimiento de los fallos peruanos, sea 
porque se revisa el fondo de los mismos antes de 
otorgarse exequatur, debe presumirse legal y 
válidamente, que existe reciprocidad por ser un 
principio general de buena fe o cortesía interna­
cional, dado que al negar injustificadamente el 
exequatur de un fallo de una nación extranjera, el 
órgano jurisdiccional peruano debe ser conciente 
que está poniendo en la misma situación ante dicha 
nación extranjera con los perjuicios que ello conlleva 

a sus decisiones, precisamente por aplicación del 
mencionado principio de reciprocidad>>57 . 

La importancia de la disposición comentada, como 
elemento que favorece a la cooperación judicial 
internacional, se hará evidente en el corto plazo. 
Se trata indudablemente de un principio moderno, 
perfectamente coherente con el sistema de coo­
peración que los tratados interamericanos preten­
den implementar. 

IV. CONCLUSION. 

No obstante el hecho que los países de la América 
Latina están aún lejos de configurar una sola 
unidad económica o política, el sistema inte­
ramericano sobre reconocimiento y ejecución de 
sentencias extranjeras se encuentra bastante 
desarrollado. 

Si bien los convenios in ter americanos no instituyen 
un sistema automático (como el que existe entre 
las naciones de la Comunidad Europea), facilitan 
considerablemente el reconocimiento y ejecución 
de sentencias extranjeras al eliminar el requisito 
de la reciprocidad y establecer condiciones uni­
formes para las sentencias originadas en otros paí­
ses de la región. 

La situación es diferente con relación al recono­
cimiento y ejecución de sentencias extranjeras 
originadas en países que no tienen tratados vi­
gentes sobre la materia con países latinoame­
ricanos. A pesar de existir posiciones divididas 
con respecto a la imposición del criterio de la 
reciprocidad, la mayoría de las jurisdicciones 
latinoamericanas exigen un proceso complicado de 
confirmación que en algunos casos incorpora a los 
más altos tribunales de la nación. 

Vale la pena señalar, sin embargo, que las cortes 
latinoamericanas declinan unánimemente llevar a 
cabo una revisión de los méritos de la disputa ori­
ginal o permitir que los deudores se opongan a la 
ejecución en base a razones distintas a lo expre-

s~;.~~~e~•~-~~-
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samente previsto en la ley. Además, las normas 
positivas internas sobre ejecución generalmente no 
exigen el procedimiento de confirmación para 
efectos de reconocer la autoridad de cosa juzgada 
de una sentencia extranjera. 

Es improbable que un tratado automático sobre 
reconocimiento y ejecución de sentencias -como 
el Proyecto de Convenio de La Haya58 puede en­
trar en vigencia en un futuro cercano. Por lo tanto, 

corresponderá a los tribunales de cada país miem­
bro del sistema interamericano, interpretar las 
convenciones y normas internas de tal forma que 
garanticen al menos cierta movilidad de las sen­
tencias extranjeras en la región. Será determinante 
para alcanzar este objetivo que aquellos países 
latinoamericanos que no hayan ratificado aún las 
convenciones interamericanas se adhieran pronto 
al sistema que conforman dichos tratados. 
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